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OPINIÓN N.° 085-2005/GTN

Entidad
:
Ministerio de Economía y Finanzas (MEF) 

Asunto


:
Comité Especial
Referencia

:
Oficio N.º 441-2005-EF/43.50
1. ANTECEDENTES

Mediante el documento de la referencia, el Jefe de la Oficina General de Administración del Ministerio de Economía y Finanzas (MEF), en adelante la Entidad, formula consultas sobre la correcta interpretación del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado
, en adelante la Ley, y su Reglamento
, en adelante el Reglamento.

2. CONSULTA

La Entidad literalmente consulta lo siguiente:

“…

a) ¿El impedimento, establecido en el numeral 2 del artículo 46º del Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo Nº 084-2004-PCM, alcanza a los funcionarios, directivos y trabajadores que laboran en las oficinas de fiscalización y control previo, y que realizan labores de control previo y concurrente?

b) ¿El impedimento, establecido en el numeral 4 del artículo 46º del Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo Nº 084-2004-PCM, se refiere a cualquiera de las sanciones establecidas por la normatividad vigente, o sólo las de ejecución por un período de tiempo, en ese caso como operaría el impedimento para el caso de sanciones de amonestación verbales o escritas?”

3. 
ANÁLISIS

Antes de iniciar el desarrollo del presente análisis, debemos precisar que, de conformidad con lo dispuesto por el inciso h) del artículo 59° de la Ley y el procedimiento contenido en el numeral 7 del Texto Único de Procedimientos Administrativos del CONSUCODE, aprobado por Decreto Supremo N.º 127-2002-PCM, las consultas que absuelve este Consejo Superior deben estar referidas a la interpretación y/o aplicación de algún aspecto oscuro o ambiguo de la normativa sobre contratación pública. En este sentido, el análisis será desarrollado con referencia a hechos generales, por lo que sus conclusiones no estarán vinculadas necesariamente a situación particular alguna.
3.1
De manera previa al inicio de todo proceso de selección, las Entidades del Estado se encuentran obligadas a llevar a cabo una serie de actos internos de planificación y preparación de las adquisiciones y contrataciones, como son la aprobación del Plan Anual de Adquisiciones y Contrataciones (PAAC) de la Entidad, la aprobación del expediente de contratación y la designación del Comité Especial que conducirá el proceso de selección, entre otros actos.

3.2
Con respecto al Comité Especial, éste se define como aquel órgano —designado por la autoridad competente de la Entidad
— encargado de conducir un proceso de selección determinado
; es decir, el órgano ejecutor del proceso de selección que tiene a su cargo la organización, conducción y ejecución del proceso, desde la preparación de las Bases hasta que el otorgamiento de la buena pro quede consentido
 o administrativamente firme
, salvo que concurran alguno de los supuestos de cancelación del proceso, en cuyo caso, las competencias del Comité cesan con la formalización de la cancelación del proceso mediante resolución o acuerdo debidamente sustentado, del mismo o superior nivel de aquél que dio inicio al expediente de adquisición o contratación
.  

En el ejercicio de las competencias delimitadas por el artículo 46º del Reglamento
, el Comité Especial ciñe su actuación a los principios de colegialidad
, especialidad
, solidaridad
, autonomía
 y confidencialidad
.
3.3
Ahora bien, de acuerdo con lo establecido en el artículo 41º del Reglamento, dicho Comité deberá estar integrado por tres (3) o cinco (5) miembros, de los cuales uno debe representar a la dependencia encargada de las contrataciones y adquisiciones de la Entidad y otro al área usuaria. Asimismo, de forma necesaria, uno de los miembros del Comité deberá tener conocimiento técnico sobre el objeto de la convocatoria. 
Sin perjuicio de lo señalado, el Reglamento establece determinados impedimentos para formar parte de un Comité Especial, que atienden, en unos casos, a las facultades atribuidas a determinados funcionarios de la Entidad que resultarían incompatibles con las labores realizadas como miembro de un Comité, y, en otros, a que las actuaciones precedentes de los mencionados funcionarios no garantizarían la debida organización y conducción que debe seguir todo proceso de selección. 
En ese sentido, según el artículo 46º del Reglamento, se encuentran impedidos para conformar un Comité Especial, “todos los funcionarios que tengan atribuciones de control o fiscalización como regidores, Consejeros Regionales, directores de empresas, auditores, entre otros”, así como aquellos “funcionarios o servidores por cuya actuación como integrante de un Comité Especial hayan sido sancionados por Resolución debidamente motivada”.
En el primer caso, el impedimento se sustenta en que las personas que tienen facultades para fiscalizar el desarrollo o algún aspecto de los procedimientos de contratación o adquisición —tales como los regidores, en el caso de las municipalidades, o los Consejeros Regionales en el caso de las regiones— deben ejercer su función de forma objetiva y transparente, requisitos que no se cumplirían si el fiscalizador a su vez ha sido partícipe de la actividad objeto de fiscalización.
No obstante lo señalado, debe notarse que el impedimento mencionado alcanza a todos aquellos funcionarios que en ejercicio de sus atribuciones, tengan facultades de control y/o fiscalización en la Entidad, sin discriminar o diferenciar cuál es la materia o rol particular objeto de fiscalización o control.
Por ello, en el supuesto materia de consulta, aún cuando los mencionados funcionarios ejerzan atribuciones de control sobre operaciones de pago de la administración de la Entidad —actividades que, en determinados casos, pueden tener incidencia en las contrataciones y adquisiciones de la Entidad—, se encontrarán impedidos para conformar un Comité Especial.    
3.4
De otro lado, el segundo impedimento citado establece una restricción para aquellos funcionarios de la Entidad que por su participación negligente en un Comité Especial hayan sido merecedores de determinada sanción administrativa que se encuentre vigente, por lo que la autoridad competente no pueda tomarlos en cuenta para la conformación de determinado Comité.
Respecto de las sanciones que pueden imponerse a un miembro de Comité Especial, y que se derivan de la responsabilidad que asume dicho funcionario por su actuación en un proceso de adquisición o contratación en concreto, el artículo 47º de la Ley establece que en caso de incumplimiento de las disposiciones establecidas en la Ley, se aplicarán de acuerdo a su gravedad, las sanciones de amonestación escrita, suspensión sin goce de remuneraciones de treinta (30) a noventa (90) días, cese temporal sin goce de remuneraciones hasta por doce (12) meses y destitución.
Ahora bien, en tanto que el artículo 46º del Reglamento supedita el impedimento para ser miembro del Comité Especial a la vigencia de la sanción impuesta por la Entidad, dicho impedimento sólo podrá ser de aplicación si se hubiera impuesto una sanción que extienda su vigencia en el tiempo, como sucede, por ejemplo, en el caso de la sanción de suspensión o de cese temporal de funciones.
Por el contrario, en caso que a un funcionario se le hubiere impuesto una sanción de amonestación escrita el mencionado impedimento no podría aplicarse en cuanto aquella sanción cesaría sus efectos cuando es notificada.
Asimismo, en razón que la sanción de destitución
 implica cesar al funcionario en la carrera administrativa, lo cual de por sí tiene una extensión temporal
, el funcionario podría formar parte de un Comité Especial en otro Entidad del Estado en la cual ingrese a prestar labores ya sea por virtud de un contrato de trabajo o como experto independiente.

4. 
CONCLUSIONES

4.1
El impedimento, establecido en el numeral 2 del artículo 46º del Reglamento, para formar parte de un Comité Especial alcanza a todos los funcionarios que tengan atribuciones de control o fiscalización de la Entidad, sin discriminar o diferenciar cuál es la materia o rol particular objeto de fiscalización o control. Por ello, en el supuesto materia de consulta, aún cuando los mencionados funcionarios ejerzan atribuciones de control sobre operaciones de pago de la administración de la Entidad —actividades que, en determinados casos, pueden tener incidencia en las contrataciones y adquisiciones de la Entidad—, se encontrarán impedidos para formar parte de un Comité Especial.    

4.2
Aquellos funcionarios que por su actuación como miembros de un Comité Especial hubieran sido sancionados con amonestación escrita no se encontrarán impedidos para conformar otro Comité Especial.

Jesús María, 08 de agosto de 2005
VVS/.

� 	Aprobado mediante Decreto Supremo N.º 083-2004-PCM.





� 	Aprobado mediante Decreto Supremo N.º 084-2004-PCM.


� 	En principio, corresponde al Titular de la Entidad o a la máxima autoridad administrativa designar a los miembros del Comité Especial, siendo esta competencia delegable, de conformidad con lo establecido en el artículo 2º del Reglamento.





� 	Los procesos de adjudicación de menor cuantía, por regla general, deben ser conducidos por la dependencia encargada de las contrataciones y adquisiciones de la Entidad, salvo en el caso que se hubiera designado un Comité Especial para el efecto o que sea competencia de un Comité Especial permanente la conducción del proceso, según lo establecido en los artículos 43º y 44º del Reglamento. 





� 	Lo cual se produce cuando el otorgamiento de la buena pro no se apela dentro del plazo establecido en el artículo 137º del Reglamento. 





� 	Lo cual se produce en cualquiera de los siguientes supuestos:





Cuando habiéndose impugnado el otorgamiento de la buena pro no se interpone el recurso de revisión contra la Resolución de la Entidad que otorga la buena pro al resolver la apelación o no se impugna la denegatoria ficta del recurso, dentro de los plazos establecidos.


Cuando el Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado se pronuncia sobre el recurso de revisión interpuesto, con lo cual se agota la vía administrativa.





� 	Artículos 34º de la Ley y 45º del Reglamento.





� 	Son funciones del Comité Especial elaborar las Bases, convocar el proceso, absolver las consultas y observaciones, evaluar las propuestas, otorgar la buena pro, declarar desierto, consultar o proponer las modificaciones de las características técnicas y el valor referencial y, en general, todo acto necesario para el desarrollo del proceso de selección hasta el consentimiento de la buena pro (artículo 45º del Reglamento)


	


� 	Puesto que las decisiones del órgano se adoptan de forma conjunta, ya sea por unanimidad o mayoría (artículos 51º y 52º del Reglamento)





� 	Ya que uno o más de los miembros del Comité deberá ser especialista —como en el caso de procesos de selección para la adquisición y contratación de bienes sofisticados, servicios especializados u obras— o tener conocimiento técnico en el objeto de la convocatoria (artículos 41º y 42º del Reglamento)





� 	Los miembros del Comité Especial son solidariamente responsables porque la selección realizada se encuentre conforme a la Ley, por lo que responden administrativa y/o judicialmente, en su caso, de cualquier irregularidad cometida que les sea imputable (artículo 24º de la Ley)





� 	El Comité Especial es autónomo en sus decisiones, las cuales no requieren ratificación alguna por parte de la Entidad (artículo 52º del Reglamento)





� 	Puesto que corresponde al Comité Especial guardar la debida reserva sobre la información confiada por los postores en las propuestas, hasta que éstas deban hacerse públicas en el acto de apertura de sobres.


� 	La sanción de destitución es de aplicación para funcionarios sujetos a la Ley de Bases de la Carrera Administrativa. En el caso de funcionarios del Estado sujetos al régimen de la actividad privada —esto es, el Decreto Legislativo N.º 728, Ley de Productividad y Competitividad Laboral— la sanción equivalente sería el despido. 


     


� 	Cabe recordar que, de acuerdo con lo establecido en el artículo 242º de la Ley N.º 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, y el Decreto Supremo N.º 067-2003-PCM, Reglamento de Organización y Funciones de la Presidencia del Consejo de Ministros, una de las funciones de la Secretaría de Gestión Pública de la PCM es llevar y actualizar el Registro Nacional de Sanciones de destitución, despido y otras que se hayan aplicado a cualquier autoridad o personal al servicio de las entidades de la Administración Pública del Gobierno Nacional, independientemente de su régimen laboral, con el objeto de impedir su reingreso a cualquiera de las entidades por un plazo de cinco (5) años. 





	En tal sentido, si un funcionario, por su actuación como miembro de un Comité Especial, es sancionado con destitución o despido no podrá acceder al empleo público por un plazo de cinco (5) años.








